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Privatizando la educación pública 

Se está tornando cada vez más difícil reconocer alguna divergencia sustantiva en las acciones y 
en los discursos de quienes actualmente orientan las propuestas de cambio educativo en todo el 
mundo.

Se aplica el principio básico del neoliberalismo: privatizar lo público, puesto que, se afirma “lo pri-
vado es mejor y más eficiente”. Se aplican dos recetas básicas para ello: abrir la educación a los mer-
cados, recortando la asignación de recursos a lo público o privatizando directamente (rompiendo 
la concepción de la educación como un derecho social que el Estado debe garantizar) y adecuando 
la misma educación a los principios y prácticas del mercado, importando métodos y técnicas geren-
ciales del mundo de la empresa al terreno educativo.

Pero esto no es una “locura” privatizadora de dirigentes de diferentes países. Es una política cohe-
rente con la normativa europea, plasmada ya en el Tratado de la Constitución Europea. En ella, los 
servicios públicos, como la educación, pasan a llamarse Servicios Económicos de Interés General 
(SIEG). Esta modificación no es meramente semántica: marca un giro importante en las competen-
cias y en las responsabilidades del Estado y supone un viraje en las garantías y obligaciones que te-
nía respecto a la educación pública. Al empezar a ser calificada como “servicio”, la educación pierde 
buena parte del valor que tenía cuando era considerada un derecho público. Al no definirse de ma-
nera explícita y taxativa como derecho, el Estado termina diluyendo su responsabilidad entre otros 
agentes sociales. No se niega su obligación de cubrir las necesidades con la red pública, allí donde 
los proveedores privados no desarrollen su iniciativa, pero debe contener su expansión, y hasta ale-
jarse del territorio, cuando ésta –la iniciativa privada– sí esté presente. La enseñanza pública queda 
así relegada a suministrar ese servicio a aquellos sectores sociales que no son lo suficientemente 
rentables para que puedan ser incluidos en el nuevo mercado de la educación. 
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El Tratado de la Constitución Europea seguía la estela ya propuesta a nivel mundial por el Acuerdo 
General sobre el Comercio de Servicios (AGCS o GATS), acuerdo de la OMC (Organización Mundial 
del Comercio) vinculante para todos los países. Este acuerdo establece que los servicios educativos 
deben ser considerados productos como los demás, si no son dispensados exclusivamente por el Es-
tado a título privativo. Pero dado que en la educación existe ya un sector privado en prácticamente 
todos los países del mundo, los servicios educativos entran, pues, en el campo de competencia del 
acuerdo. La intervención del Estado se considera legítima sólo para hacer la gestión y para desa-
rrollar las políticas puntuales que compensen a algunos sectores sociales más necesitados y no 
rentables para el mercado.

El fervor liberalizador 

¿Por qué este fervor privatizador? Máxime cuando la investigación de los últimos quince años (Wal-
ford, 1992; CERI, 1994; Gewirtz y otros, 1995; Smith y Noble, 1995; Witte, 1998; Lauder y otros, 1999; 
Whitty, Power y Halpin, 1999; Carnoy, 2002) no muestra precisamente que el sistema de cheques o 
bonos escolares y la elección de escuelas privadas favorezcan una educación mejor y más equitativa 
para todos los niños y las niñas, sino que, más bien, provocan la redefinición y restricción de los 
fines de la educación, la segregación y el aumento de la estratificación social, el drenaje de recursos 
desde escuelas públicas ya empobrecidas hacia las escuelas privadas, con frecuencia religiosas, la 
conversión de la educación en un negocio, perjudicando aún más a los grupos menos favorecidos. 
En definitiva, creemos, que como denuncia Gimeno Sacristán (1998, 142) “detrás de muchos argu-
mentos a favor de la privatización, más que fervor liberalizador, lo que esconden los privilegiados 
es el rechazo a la mezcla social, a educar a los hijos con los que no son de la misma clase”.

El discurso de la privatización viene siempre acompañado por el de la “libertad de elección” en un 
mercado libre. Las familias tienen derecho a elegir el centro que quieran, se argumenta. Éste se con-
vierte en el nuevo derecho fundamental e inalienable. El mundo se concibe como un supermercado. 
Se consigue, de esta forma, “la cuadratura del círculo”: crear un mercado educativo sustentado 
sobre dinero público, es decir, desmantelar el sistema con sus propios fondos (Guarro Pallás, 2005), 
pues el Estado debe financiar por igual a todas las opciones –públicas o privadas– que, según los 
ideólogos del neoliberalismo, dan “más oportunidades de elección en libertad”.

El énfasis de las políticas públicas ya no recae sobre la utilización del Estado como medio para 
superar las desigualdades, desde una visión social y de servicio a toda la población. El objetivo de 
una educación que ofrezca igualdad de oportunidades es, justamente, que las diferencias entre los 
centros escolares sean las mínimas y, en todo caso, se proporcionen los recursos necesarios (econó-
micos, humanos, de formación, etc.) para que los peores puedan mejorar. Pero la igualdad ha sido 
redefinida. Ahora implica simplemente garantizar la elección individual bajo las condiciones de un 
“libre mercado”.

La libertad de elección no es más que una estrategia para situar la educación dentro del proceso 
de privatización del mercado. Este proceso de privatización usa dos estrategias fundamentales: los 
conciertos con centros privados (se financia a los colectivos empresariales y religiosos que hacen la 
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oferta) y los cheques escolares (se financia a la demanda: las familias o los estudiantes). De esta for-
ma los centros educativos se han de esforzar por atraer esa financiación de las familias, adecuando 
la educación que imparten a las demandas de sus “clientes” y financiadores potenciales. Es el reino 
del libre mercado, con libertad de oferta y demanda. Se trata, en fin, de introducir una lógica de 
mercado en el sector educativo.

En ambos casos, se parte del supuesto de que la ‘libre’ elección de las familias ‘premiaría’ a las mejo-
res escuelas, las cuales tendrían mejor presupuesto porque atraerían más alumnado. Se argumenta 
que las escuelas mejorarían así su calidad porque tratarían de diferenciarse para conseguir más 
alumnado. Se afirma que, a largo plazo, sólo sobrevivirían las que hubieran sido capaces de captar 
mayor cantidad de alumnado. El esquema de razonamiento es simple: si los clientes pueden elegir, 
los centros que no ofrezcan “calidad” serán desechados (como supuestamente ocurre con los pro-
ductos de un mercado que no se compran) y, o bien mejoran, o desaparecen. Además, este sistema 
de elección de centros se les vende a las familias con más dificultades como su oportunidad para 
acceder a los mejores colegios. Por lo que, según esta argumentación, esa política no sólo es eficaz, 
sino que también es justa.

Hemos de ser conscientes que la elección de la ‘buena escuela’ pasa por medios que no dependen de 
las mismas oportunidades para todas las familias, es decir, que no hay tal mercado supuestamente 
libre. El capital económico y social se convierte en capital cultural a la hora de la elección. Las fami-
lias con recursos económicos suelen tener un horario más flexible, pueden visitar muchas escuelas, 
antes de elegir la que más les interesa. Tienen automóvil y pueden permitirse llevar a sus hijos e 
hijas al otro extremo de la ciudad para que asistan a una escuela “mejor”. Por el contrario, las fa-
milias procedentes de la clase obrera y a menudo de origen extranjero, perciben las escuelas como 
si fueran bastante semejantes unas a otras y limitan su horizonte a las escuelas de las cercanías. Su 
alejamiento social de la escuela y el hecho de que sus viviendas estén situadas en zonas apartadas 
y mal atendidas por los transportes públicos los empujan a una ‘no-elección’ por la escuela más 
próxima geográficamente. Está demostrado que, incluso en igualdad de condiciones económicas, 
las estrategias de elección son muy distintas según el nivel cultural y la situación social. Las clases 
populares priman más la proximidad y la convivencia con las amistades, el vecindario y tener her-
manos y hermanas ya en el centro; es decir, los centros en los que sus hijos e hijas se sientan más 
a gusto; mientras que las clases “más enriquecidas” priman más la eficacia y el nivel social de los 
demás alumnos y alumnas en centros que les aseguren previsiblemente el éxito escolar y los “ade-
cuados” contactos sociales presentes y futuros.

Además, en un contexto en el que las escuelas han de someterse a las leyes del mercado, especial-
mente a la competencia, las escuelas procurarán hacerse más selectivas, pues el hecho de aceptar 
alumnado que haga descender los resultados en los exámenes –medida que establece el ranking de 
los centros– influirá en su posición global en el mercado. 

En la medida en que se juzga a las escuelas según una escala unidimensional de “excelencia acadé-
mica” basada en los resultados de los test académicos y en la clase social, los estudiantes con ‘nece-
sidades educativas’ o de minorías no solamente son costosos, sino que desacreditan los resultados 
de los exámenes. Reducen las puntuaciones en esas tablas de clasificación que tan importantes 
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parecen ser. Y esto “perjudica” la “imagen pública” del centro. Por lo que se vuelve más rentable 
y eficaz la asignación de los escasos recursos a la publicidad y las relaciones públicas para atraer 
a estudiantes “motivados” que eleven la posición del centro en el ranking de resultados efectivos, 
que dedicarlos a estudiantes con necesidades educativas.

Esto representa un sutil, pero crucial, cambio de énfasis de las necesidades del estudiante a las ne-
cesidades de la escuela y de lo que hace la escuela por el estudiante a cuanto el estudiante hace por 
la escuela (Apple, 2002). Porque, lógicamente, en este modelo de libre competencia, se debe, según 
el ministro laborista inglés, Blunkett (1997), crear un clima en el que las escuelas tengan ante sí el 
reto de compararse con otras escuelas similares y adopten los medios ya probados para mejorar sus 
resultados. Uno de los métodos para crear este clima consiste en la publicación regular de los resul-
tados de las escuelas, con el fin de incitar a las familias a que aumenten la presión sobre los centros 
escolares. En Francia también se publica la clasificación de los institutos. 

Esta concepción de la eficacia, al sobrevalorar lo que es visible y lo que es cuantificable, considera 
que ésta es siempre medible, a través de métodos y técnicas estandarizadas y reproducibles a gran 
escala. Por lo tanto exige la comparación de resultados de la actividad pedagógica. Los resultados 
cuantificados se presentan como un criterio de calidad de los diferentes centros y como la medida 
del nivel cultural de la población.

Este movimiento de competición en el mercado educativo a través de la evaluación y la compa-
ración internacional es inseparable de la subordinación creciente de la escuela a los imperativos 
económicos. Acompaña a la ‘obligación de resultados’ que se juzga que debe imponerse a la escuela 
como a cualquier organización productora de servicios. Son las reformas ‘centradas en la competi-
tividad’ que aspiran a fijar y a elevar los niveles escolares esperados. Por lo que los centros acaban 
“buscando” a sus clientes (familias motivadas, estudiantes competentes) para que sus estadísticas 
no se vean afectadas y poder mantener su nivel de competitividad con los otros centros y su imagen 
de “alto nivel”.

Los niños y niñas de clase trabajadora y minorías, y quienes tienen necesidades educativas quedan 
cada vez más reducidos a un gueto en las escuelas con pocos recursos. Este sistema refuerza los 
privilegios de aquellas familias capaces y bien preparadas para hacer frente a las complejidades del 
sistema. La consecuencia es que estamos asistiendo a una recomposición del tipo de clases sociales 
o grupos socioeconómicos que optan por una u otra red. Asistimos a una “fuga de blancos” hacia la 
concertada y privada, de buena parte de quienes pertenecen a los grupos con mayor nivel cultural, 
concentrándose en la pública un mayor porcentaje de alumnado repetidor, con dificultades y de 
minorías étnicas. 

En este esquema planea la tentación de desembarazarse del alumnado menos brillante académica-
mente, aquellos que exigirían el mayor esfuerzo pedagógico (Díez, 2003). La pretensión de ostentar 
los mejores resultados en los exámenes para figurar en los mejores puestos de los rankings y atraer 
así al alumnado “más adecuado” no requiere el mismo tipo de pedagogía que cuando la educación 
se considera un bien común especialmente necesario para quienes más la necesitan en su desarrollo 
personal y social.
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La nueva gestión pública

Pues bien, si hasta aquí hemos descrito algunos ejemplos y líneas de actuación en el afán privatiza-
dor de las medidas políticas generalizadas en todo el mundo, a partir de ahora nos vamos a centrar 
en ese segundo frente que ha abierto simultáneamente esta ofensiva neoliberal: la introducción de 
los sistemas y métodos de gestión y funcionamiento de la empresa privada en el ámbito educativo.

El modelo neoliberal considera que el problema de la ‘calidad’ de la enseñanza se encuentra en la 
gestión pública (la gestión que del servicio público ‘educación’ hace la titularidad pública), por lo 
que el ‘modelo’ que propone es el de una gestión privada del servicio público, pero ya no sólo en el 
sentido de que la gestión pase a manos privadas, sino de tal forma que los titulares públicos apren-
dan a gestionar como lo hacen los privados, cuya gestión se presenta como modelo de excelencia.

Gentili (1997) denomina a este proceso Mcdonalización: aplicar soluciones de “racionalización” y 
“gerencialismo” en la escuela pública al estilo de las plantas industriales de fabricación y los Mc-
Donald’s. Lo que unifica a los McDonald’s y a la utopía educativa del mundo de los negocios es que, 
en ambos, la mercancía ofrecida debe ser producida de forma rápida y según ciertas normas rigu-
rosas de control de la eficiencia y de la productividad. Mcdonalizar la escuela, analiza Laval (2004), 
supone pensarla como una institución flexible que debe reaccionar a los estímulos o señales que 
emite un mercado altamente competitivo al que debe servir eficientemente en la preparación de 
trabajadores y trabajadoras eficaces. 

Es evidente que la educación debe tener conexión con el mercado de trabajo; lo cuestionable es que 
sólo en función de ello se establezcan sus metas y se evalúe su impacto, como si lo auténticamente 
crucial de la escuela fuera preparar la mano de obra de los procesos productivos. Se convierte así 
el proceso educativo en una labor meramente técnica. Se le cercena y se niega el eminente carácter 
social y ético del acto educativo que implica conflictos de intereses, valores e ideales. Esta mutila-
ción no admite que la comunidad educativa, protagonista del proceso educativo, participe activa-
mente en la escuela, ni que se organice democráticamente.

La imitación del mundo de la empresa privada tiene como justificación la búsqueda de eficacia. 
Este tema de la “escuela eficaz” debe relacionarse con la reducción de los gastos educativos, que 
se ha vuelto una prioridad con la quiebra de la intervención social del Estado. Si ya no se pueden 
aumentar los recursos a causa de la deseada reducción de los gastos públicos, el esfuerzo prioritario 
debe dirigirse hacia la administración más racional de los sistemas escolares pasando, como en la 
industria, a las formas de organización fundadas en la ‘gestión de calidad’. La eficacia gestora y el 
rendimiento se erigen en normas supremas. 

Para ello se necesitan, lógicamente, gestores y gestoras eficientes. Por eso se cambia el paradigma 
de entendimiento de la organización educativa, desviando el protagonismo de la comunidad edu-
cativa a los directores y directoras eficaces, profesionales de la dirección. El Decreto de Bases de la 
nueva Ley de Educación de Cataluña establecía que “(...) la Ley caracterizará la función directiva en 
un sentido profesionalizador y con unas condiciones de trabajo propias y claramente diferenciadas 
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de el resto de personal docente. (…) Las direcciones de los centros dispondrán de un margen de 
acción relevante para consolidar un equipo profesional suficiente que asegure la gestión del cen-
tro, tanto a nivel pedagógico como administrativo y de recursos. (…) La Ley facultará a los centros 
educativos para definir el perfil del profesorado necesario para poder llevar adelante su proyecto, 
de tal manera que, en la medida que los profesores se adapten y se identifiquen con el proyecto 
educativo, se puedan consolidar plantillas”. Un gestor que pueda controlar, manejar y dirigir sus 
recursos humanos con “libertad”.

La participación democrática de la comunidad educativa en el funcionamiento y gestión de los 
centros es sustituida progresivamente por la gestión de corte empresarial y de medición de rendi-
mientos. Para ello es necesario poner al frente de las instituciones educativas a verdaderos gestores 
encargados de aplicar eficazmente las políticas de modernización, decididas desde arriba y capaces 
de movilizar y controlar a los docentes en la base. Esta filosofía de la jerarquización directiva, con-
sagrada con la LOCE del PP, se mantiene con la LOE del PSOE. Si antes el director o la directora de 
un centro era la representación de la comunidad educativa ante la Administración (con la LODE), 
defendiendo los intereses de la misma y exigiendo el cumplimiento del derecho a la educación por 
parte de la Administración, ahora los papeles se invierten. La dirección se convierte en represen-
tante de la Administración en el centro educativo, ejecutora de sus disposiciones, mandos interme-
dios de esta nueva estructura jerárquica. Esto implica crear una burocracia cercana y dependiente 
de la Administración, con un “talante más comprensivo” ante sus medidas y difusora y controlado-
ra de sus instrucciones (Díez, 2002). 

Parece como si, para la administración central, lo fundamental consistiera en disponer de un “peón” 
más eficaz y, sobre todo, más ‘leal’ en el control de la base docente de los centros públicos con el fin 
de llevar a cabo las transformaciones del modelo educativo decididas desde arriba. Se refuerza así 
el conformismo y la obediencia esperada de los cargos directivos, más que incitarlos a confiar en las 
iniciativas de la comunidad educativa.
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